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Comentarios a la observación general sobre el artículo 9: accesibilidad (UN Doc. CRPD/C/11/13)

Dos de los ejes básicos de la Convención son la accesibilidad y la capacidad jurídica. Por ello, la elaboración de una observación general para cada uno de dichos ámbitos es una necesidad y una responsabilidad, pues marca, ex novo, el nuevo paradigma que supone la Convención. 

Los siguientes comentarios se estructuran siguiendo la propia división material de la observación. En la medida de lo posible, se ha tratado de enlazar comentario con parágrafo, pero se han incluido aportaciones nuevas no incluibles en ningún parágrafo.

I. Introducción

En el parágrafo 1 se  echa de menos una definición de accesibilidad desde una triple perspectiva:

a) Técnica. La CRPD no incluye ninguna definición, se propone la que contiene la legislación española: “es la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. Presupone la estrategia de «diseño universal o diseño para todas las personas», y se entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse”
.

b) Naturaleza. Una de las dificultades de la accesibilidad es determinar su naturaleza, aspecto esencial pues está vinculado a su propia justiciabilidad. En este sentido, la observación mejoraría sustancialmente si visibilizara y jerarquizara la rica naturaleza de la accesibilidad:

a. Como contenido mínimo de cada derecho (propuesta que se sugiere que se incluya). En este sentido, la propia CRPD lo identifica en la regulación de alguno de los derechos, por lo que podría defenderse esta naturaleza. En este sentido, existe una clara evolución en el sistema internacional de tratados en la concreción del contenido mínimo de los derechos, que pasa de cuestiones declarativas reconociendo el derecho de forma genérica, a cuestiones de corte sustantivo con contenido identificado e identificable.

b. Como elemento del derecho a la igualdad y no discriminación

c. Como parte del derecho de acceso

d. Como condición necesaria

c) El propio concepto de discapacidad: La CRPD reconoce que el propio concepto de discapacidad evoluciona (Preámbulo e)). Por tanto si la discapacidad es = deficiencia + barrera, la noción de barrera también evoluciona porque evolucionan las posibilidades de remoción, y por ello la accesibilidad es un concepto que se amplia y no debe permanecer estático.

Esta triple definición de la accesibilidad afianza y asienta su contenido, justiciabilidad y caracterísiticas. Por otra parte, hay otra cuestión de fondo muy importante, pues tendrá impacto en los propios indicadores de derechos humanos. Y por último, cuanto más amplia y definida esté su naturaleza más fácilmente y con mayor rigor se podrá  transversalizar hacia otras convenciones, porque los derechos son los mismos, lo que varía es la forma de ejercicio, que se abre a las personas con discapacidad.

Se echa en falta y por ello se sugiere su inclusión una reflexión sobre la accesibilidad desde el impacto en el ejercicio de derechos. En este sentido, una de las dificultades mayores de las personas con discapacidad es que, una vez reconocido el ejercicio (titularidad) éste decae en su ejercicio por falta de accesibilidad. Las barreras pueden clasificarse atendiendo a su origen  y a su efecto sobre la titularidad y/o ejercicio de derechos: así puede hablarse de barreras mentales, derivadas del desconocimiento o prejuicio sobre la discapacidad y muy influida por algunos modelos sociales, y que se expresan a través de barreras legales (que afectan a la titularidad de derechos y/o a su ejercicio), barreras relacionales (que afectan al ejercicio de derechos) y barreras físicas (que afectan al ejercicio de derechos)
. De esta forma se permite visibilizar la fractura en el principio de inalienabilidad de los derechos, pues la persona con discapacidad ante una barrera física, no renuncia al ejercicio del derecho sino que es obligada a renunciar, por lo que, sensu contrario, sus derechos son alienables, cuestión inadmisible por los principios básicos de los derechos humanos
. Así, la falta de accesibilidad supone hasta una triple vulneración: el derecho que se quiere ejercitar, el derecho instrumental que debería permitir el que se quiere ejercitar, y el derecho a la igualdad y no discriminación.

Por otra parte, existe el riesgo de la polisemia de la accesibilidad, pues fuera del ámbito de la discapacidad, la accesibilidad está más ligada a la noción de puesta a disposición que a las características que la propia puesta a disposición de los productos, bienes, servicios o entornos esté hecha con criterios de uso para todos. Por ello es esencial una definición técnica de accesibilidad que lo diferencie de la puesta a disposición. En este sentido, en España, se habla de accesibilidad universal.

II. Contenido normativo

Dentro de la caracterización de la accesibilidad, es importante, resaltar que ésta debe ofrecerse desde la autonomía (no es lo mismo una rampa por la que la persona va de forma autónoma a otra que requiere ser accionada por un tercero). Por otra parte, el parágrafo 24 junto con la consideración a la autonomía, podría ir como primer parágrafo del contenido normativo, de forma que se defina el marco de principios y valores de la accesibilidad. En este sentido, los principios del artículo 3 deben aplicarse de forma transversal a la accesibilidad.

El parágrafo 10 menciona las entidades obligadas a la accesibilidad, éste es un buen espacio para incluir una referencia a como impacta este artículo en el Informe Ruggie
, máxime cuando éste es un informe transversal que debe incorporar, como el mismo reconoce, la especificidad de la discapacidad
, y porque la propia CRPD incluye menciones implícitas y explícitas  al ámbito empresarial, lo que hace que sea un texto ineludible para el adecuado respeto por parte de las empresas a los derechos humanos de las personas con discapacidad, toda vez que refuerza el binomio derechos humanos- discapacidad.

El parágrafo 11 permite incluir una consideración, y es que la CRPD protege lo que más se vulnera, y en este sentido no incluye derechos nuevos, sino que redefine (a) la universalidad, reconociendo derechos y su forma de ejercicio, y (b) la inalienabilidad al no permitir la disociación entre titularidad y ejercicio. Por ello, la igualdad y la no discriminación y la accesibilidad son elementos transversales a toda la Convención.

En relación al parágrafo 12 establece que “el diseño para todos no elimina automáticamente la necesidad de ayudas técnicas”, se estima que debería decir el diseño para todos no elimina la necesidad de productos de apoyo, pues es confuso hablar de automatismos en la relación entre diseño universal y productos de apoyo (una persona usuaria de silla de ruedas siempre va a necesitar su silla) y por otra parte, si bien la Convención habla de ayudas técnicas, la denominación de productos de apoyo amplía el espectro de la tipología de ayudas.

La falta de conciencia que identifica el parágrafo 16, puede complementarse con referencias al artículo 8.2 d) y art. 4. 1. i), pues ambos contemplan la formación, el primero de forma genérica, y el segundo para personas que atienden a personas con discapacidad, pero desde una lectura transversal de la discapacidad que está en todos los ámbitos sociales, todas las personas deberían conocer aspectos relativos a esta temática (en este sentido un recepcionista de un club deportivo debe saber atender a una persona con discapacidad).

El parágrafo 21 ganaría en claridad si, en vez de hablar de diferenciar dos obligaciones,  se identificara que existen dos obligaciones que se concretan, y que éstas además, son permanentes, y que la de eliminar barreras quedara precedida por “identificar y eliminar barreras”. El párrafo final habla de un cumplimiento gradual, debería diferenciarse entre lo pre-existente y lo nuevo, de forma que lo nuevo sea obligatorio y con lo preexistente se establezcan plazos.

En relación al parágrafo 22 y su referencia a discapacidades raras, se estima que no debería identificarse tipo de discapacidad, no es la tipología sino la falta de accesibilidad el criterio. Es importante porque la actual definición puede ser limitativa. Se recomienda que se hable de que no siempre es posible tener en cuenta toda la variabilidad humana y que por ello se quedan abiertas otras posibilidades. En este sentido, el parágrafo 23 vuelve a limitar a la discapacidad rara al funcionamiento de los ajustes razonables, lo que incluye un criterio interpretativo restrictivo que redunda en perjuicio de las personas con discapacidades no raras. La cuestión de fondo no es la discapacidad y su tipología, sino la potenciación de la capacidad, en este sentido, es indiferente que una persona sea usuaria de silla de ruedas por una lesión medular o una enfermedad rara, en lo que hay que pensar es en las capacidades que esa persona puede desarrollar y qué mecanismos necesita.

El parágrafo 23 contiene un párrafo que no está claro “En este caso, las normas de accesibilidad pueden actuar como indicador, pero no pueden considerarse obligatorias”. No parece aportar un criterio interpretativo claro, sino que puede dar lugar a confusión sobre la obligatoriedad de la accesibilidad. 

Por otra parte, existe un juego entre accesibilidad y ajustes razonables, ya que estos tienen un efecto expansivo sobre la accesibilidad, pues tanto los criterios de jurídicos de aplicación como los técnicos de equiparación, pueden ser utilizados de futuro. Por ello, habrá soluciones individuales de las que puedan beneficiarse otras personas, pero que se activaron a través de los ajustes razonables, ello obliga a tener en cuenta que la accesibilidad es un criterio a revisar y ampliar, y que su redacción debe tener algún resquicio de amplitud que permita ir siendo actualizada por la realidad.

III. Obligaciones de los Estados

En relación al parágrafo 25, se estima que la accesibilidad siempre es una condición previa y no a menudo como se dice en el mismo. Por otra parte, se debería hablar de todos los derechos humanos, y no circunscribirlos a los civiles y políticos. En relación al esquema temporal, hablar de adaptación gradual cuando sea necesario, es olvidar que la accesibilidad es una necesidad y una obligación. Por otra parte la graduación debe diferenciar entre pre-existente y nuevo. Y el recurso a la cooperación internacional no debe ser un criterio interpretativo de la accesibilidad, sino un elemento que ayuda o facilita al Estado a cumplir su obligación, pero no un criterio para determinar su obligación. Por otra parte, tan necesaria es la accesibilidad como su mantenimiento, por ello es importante incluir que los elementos accesibles deberán contar con formas que aseguren su mantenimiento y que las reposiciones, arreglos, etc. respetarán lo definido en las normas de accesibilidad (es fácilmente observable, por ejemplo en las cancelas de los baños, que cuando se estropean y son repuestas ya no se usa la cancela que es accesible sino otras que por morfología e incluso por ubicación dejan de ser accesibles).

El parágrafo 26 ganaría en claridad si identificara la tipología de normas a aprobar en relación a la accesibilidad: criterios técnicos, procedimiento de aplicación y revisión, y procedimiento de denuncia y sanción.

En relación al parágrafo 27, se estima que ambas regulaciones son necesarias, la transversal en normas sobre entorno físico, construcción, etc., y de forma sectorial que exista, para conocimiento de los interesados una norma que identifique que su carencia es constitutiva de discriminación. El término “denegación de acceso” no es claro, es diferente la imposibilidad derivada de las características técnicas que la denegación como acto personal de negar la entrada. Por otra parte, parece que el parágrafo 25 y 27 no están alineados, pues el 25 diluye la obligación de la accesibilidad mientras que el 27 prohíbe de forma taxativa su carencia.

En relación al parágrafo 29 y a la contratación pública, se estima que la accesibilidad es un mecanismo de equiparación, y no de acción afirmativa pues ésta genera una ventaja concreta para paliar una desigualdad estructural (por ejemplo las cuotas), mientras que la accesibilidad equipara situaciones, en la que las personas con y sin discapacidad están en pie de igualdad para el ejercicio de sus derechos. Es un tema que se estima muy relevante pues no deben confundirse los diferentes mecanismos de igualdad porque su fundamentación y defensa es diferente.

IV Cuestiones intersectoriales

En relación al parágrafo 41 y para facilitar la participación inclusiva en el deporte, es aconsejable que las Federaciones Deportivas Nacionales se abran a dicha participación y reglamenten, tanto la posibilidad de tomar parte en competiciones como las cuestiones relativas a accesibilidad y ajustes razonables  que permitan la competición en igualdad de condiciones. En este sentido, no es lo mismo participar que competir, pues en ocasiones se permite la participación pero no existen fórmulas que garanticen que se compite en igualdad (en competiciones de triatlón de personas con y sin discapacidad, las personas con discapacidad pueden estar perdiendo tiempo porque no tiene mecanismos que faciliten su transferencia a cada uno de los deportes, por lo que participan pero no compiten con igualdad).

VI Otras cuestiones

Entre el apartado I y II, se podría incluir un apartado relativo a la configuración de la accesibilidad en la Convención, como marco que muestre la relevancia que se le da a la misma a lo largo del texto.

La relación entre la  Convención y la accesibilidad es intensa, y se basa en la lectura de la realidad de vulneración de derechos, y que una de las quiebras esenciales en el goce y ejercicio es la falta de accesibilidad. Es más, existe una fortísima trazabilidad de la accesibilidad a lo largo de la Convención. En primer lugar, tiene un contenido específico y delimitado en su artículo 9, y además de este artículo, la CDPD también incorpora la accesibilidad de forma expresa en:

a) El preámbulo aptdo. v) en el que relaciona accesibilidad con goce pleno de derechos.

b) El artículo 3 f) que lo define como principio general.

c) El artículo 4.1 f) que promueve el diseño universal en la elaboración de normas y directrices, y el 4.1 h) conforme al cual la información sobre ayudas y dispositivos de apoyo, entre otros, debe ser accesible.

d) El artículo 21 a), b) y d) que, relativo a la libertad de expresión, de opinión y de acceso, establece que la información al público en general debe proporcionarse en formatos accesibles para las personas con discapacidad. Estos formatos deben facilitarse en todas sus opciones, y se debe alentar a los medios para que hagan su información accesible.

e) El artículo 27.1 que reconoce el derecho al trabajo, y que éste debe ser libremente elegido en un entorno laboral abierto, inclusivo y accesible.

f) El artículo 29 a) que, en relación a la participación en la vida política y pública, conmina a que ésta sea plena y efectiva, y entre otras cuestiones menciona que el procedimiento electoral debe ser adecuado, accesible y fácil de entender y utilizar.

g) El artículo 30.1 a) y b) que regula el derecho a la participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte, y que establece que el acceso material a la cultura así como a los contenidos televisivos, de cine, teatro y otras actividades culturales debe ser en formatos accesibles.

h) El artículo 31.3, que determina la accesibilidad de los datos y estadísticas que elabore el Estado.

i) El artículo 32.1 a), y d) sobre la inclusión transversal de la discapacidad en la cooperación internacional y la transferencia de este conocimiento. 

j) El artículo 49 que establece que la difusión del propio texto de la Convención se hará en formatos accesibles.

Si bien el borrador de observación incluye esats menciones, se podría añadir que la CRPD, a través de su inserción en los mismos configura la accesibilidad en diferentes grados, incluso como contenido mínimo de algunos de estos derechos, lo cual es profundamente novedoso y denota la relevancia que concede a la accesibilidad. 

Por otra parte, es destacable que existan iniciativas internacionales en materia de accesibilidad, que si bien no incluyen todas, son un referente positivo y necesario que además, crea un marco común en la accesibilidad. Y este aspecto es importante pues reduce la incertidumbre derivada de la disparidad normativa internacional. En este sentido La Norma UNE-ISO 21542, “Edificación. Accesibilidad del entorno construido”, es la primera norma internacional de accesibilidad al entorno construido. Esta norma ha logrado el consenso internacional de 23 países, y en ella han participado organizaciones como AENOR
, ANEC
 y RI-ICTA
. Es de especial interés para todos los agentes involucrados en la creación, gestión y uso del entorno construido: arquitectos, constructores, promotores, miembros de la administración, legisladores, gestores de la propiedad, empresas de mantenimiento, usuarios, fabricantes de productos de construcción, etc. a una visión global y realista las condiciones que ha de tener el entorno construido para ser accesible, dando criterios claros y precisos para los edificios y sus vías de acceso. Se dan anchos de vías de comunicación, espacios de maniobra, pendientes de rampas, pero también requisitos de iluminación y contraste lumínico, buen entorno acústico, comunicación en dos modos sensoriales, sistemas de orientación espacial, etc.
En último lugar, se referencia, por si fuera de utilidad, pues piensa en términos de capacidades y el respeto a su diferente gradación la sistemática DALCO
, que desde los conceptos de Deambulación, Aprehensión, Localización y Comunicación permite entender, de una forma intuitiva, como prevenir y eliminar barreras. DALCO se basa en el convencimiento de que representan el elenco más común de las capacidades que las personas ponen en juego a la hora de realizar actividades en cualquier entorno
. Si bien la referencia a DALCO puede ser muy concreta y particularizada, sí puede ser relavante el pensar desde la capacidad y la necesidad de identificar las más relevantes para asegurar la accesibilidad universal, lo que conecta, de nuevo, con la importancia de una definición técnica de accesibilidad.

Cualquier aclaración, duda, comentario, solicitud de mayor información, por favor, diríjanse a llidon.fundosa@fundaciononce.es
� CERMI es la plataforma de representación, defensa y acción de la ciudadanía española con discapacidad, más de 3,8 millones de hombres y mujeres, más sus familias.


� Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social


� HYPERLINK "http://www.boe.es/boe/dias/2013/12/03/pdfs/BOE-A-2013-12632.pdf" �http://www.boe.es/boe/dias/2013/12/03/pdfs/BOE-A-2013-12632.pdf�





� Leonor Lidón Heras, Derechos Humanos, discapacidad y toma de conciencia: artículo 8 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad, un camino previo por recorrer, Tesis doctoral, Universitat de València, 2013, p. 144-147


� Ibídem, p. 162


� El informe Ruggie es como es conocido el Informe del Representante Especial del Secretario General para la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para “proteger, respetar y remediar”, Doc. ONU A/HRC/17/31 (21 marzo 2011) (por John Ruggie).


� Id., en  Anexo, principios generales.


� Asociación Española de Normalización y Certificación.


AENOR, a través del desarrollo de normas técnicas y certificaciones, contribuye a mejorar la calidad  competitividad de las empresas, sus productos y servicios, de esta forma ayuda a las organizaciones a generar uno de los valores más apreciados en la economía actual: la confianza.


�HYPERLINK "http://www.aenor.es/aenor/inicio/home/home.asp"�http://www.aenor.es/aenor/inicio/home/home.asp�


(último acceso 12 de febrero de 2014)


� The European consumer voice in standardisation, defends consumer interests in the process of standardisation and certification.


�HYPERLINK "http://www.anec.eu/anec.asp"�http://www.anec.eu/anec.asp�


(último acceso 12 de febrero de 2014)


� RI-ICTA, ICTA es un subgrupo de trabajo en materia de accesibilidad de International Rehabilitation


http://www.riglobal.org/


� Norma UNE 170001-1:2007, Accesibilidad universal. Parte 1: Criterios DALCO para facilitar la accesibilidad al entorno


�HYPERLINK "http://www.aenor.es/aenor/certificacion/resp_social/accesibilidad_universal.asp"�http://www.aenor.es/aenor/certificacion/resp_social/accesibilidad_universal.asp�


(último acceso 12 de febrero de 2014)


� Fundación ONCE, Accesibilidad Universal, normas UNE,  AENOR, Madrid, 2010, p. 23






